
• 

PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

PROCURACIÓN GENERAL DE LA 

SUPREMA (ORTE DE JUSTICIA 

Suprema Corte de Justicia: 

P-129219-1

"Altuve, Carlos Arturo -Fiscal- s/ 

Recurso extraordinario de inapli­

cabilidad de ley" 

l. La Sala I del Tribunal de Casación Penal de

la Provincia de Buenos Aires resolvió casar la resolución impugnada y 

mantener la suspensión del juicio a prueba a favor de J.    A.     H.    

reenviando las actuaciones al juzgado de origen para que determine los 

términos y demás condiciones de implementación, debiendo considerar, de ser 

necesario, la imposición de la realización, por parte del encausado, de un 

tratamiento psicológico, previo informe que acredite su necesidad y eficacia 

(fs. 57/66). 

II. Contra dicho pronunciamiento, el Fiscal ante

el Tribunal de Casación Penal interpuso recurso extraordinario de 

inaplicabilidad de ley (fs. 79/89). 

En primer lugar, señala que existe cuestión 

federal, por violación al art. 7 inc. "f' de la Convención Interamericana para 

prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres -"Convención 

de Belém do Pará"- y tacha de arbitraria la sentencia atacada por 

fundamentación aparente y apartamiento de la doctrina legal aplicable -CSJN 

fallo "Góngora"-. 

En tal sentido, sostiene que la resolución que 

ataca resulta contraria a las normas constitucionales y convencionales, a la par 
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que desconoce, arbitraria e injustificadamente, la doctrina legal aplicable a los 

casos en que se ventile la posibilidad de otorgar la suspensión del juicio a 

prueba al imputado de un delito que constituye violencia contra las mujeres, 

como ocurre en los presentes hechos. 

Señala que el recurso es procedente, desde que: 

a. la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el citado fallo "Góngora", 

estableció que no resulta aplicable la suspensión del juicio a prueba respecto 

de imputados por delitos que involucren violencia contra las mujeres, pues 

resulta contraria a las obligaciones internacionales asumidas por nuestro país a 

través de la "Convención de Belem do Pará".; b. el artículo 7º de la citada 

Convención; c. el Estado se ha obligado a tomar medidas de protección a las 

víctimas de violencia contra las mujeres y hacerlas cumplir, reseñando para 

ello el voto disidente del Dr. Maidana, d. el delito de amenaza imputado a 

Huinca ingresa en lo que se conoce como "violencia de género"; y e. la 

doctrina de la Cr.I.D.H y de la C.S.J.N establece que todas las esferas estatales 

se encuentran obligadas a adecuar sus prácticas a los estándares que surgen de 

los tratados de derechos humanos. 

Por otro lado, expone que la interpretación 

realizada por el a qua, en torno a que el hecho imputado a H. no puede 

enmarcarse en una situación de violencia de género, resulta errada. 

Considera que los arts. 4 y 5 de la ley 26.485 

incluyen dentro de los hechos como violencia de género el aquí imputado, sin 

que se requiera que la conducta sea "reiterada" o que entre el 
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aquí investigado, el que según la requisitoria de elevación a juicio tuvo por 

probado el Ministerio Público Fiscal que " ... el día 06 de octubre de 2013, 

siendo aproximadamente las 09:30 hs., en circunstancias en que se 

encontraba en el interior del domicilio sito en calle Israel nro. 59 de este 

medio, [profirió] términos amenazantes, a  M.     F.    C.    , al referirle: ' ... 

que se cuidara cuando saliera afuera, tendría una soga para ella ... '; 

asimismo le refirió por intermedio de la madre de ésta: ' ... tu hija es una'p ... te 

voy a matar, me tiene re podrido, quiero la tarjeta y me voy, quiero la tarjeta y 

me voy. .. ' luego continuó con todo tipo de agresiones verbales al mismo 

tiempo que sostenía con ambos brazos una silla intentando agredirla sin 

lesionarla" (fs. 54 y vta). Tales extremos, evidentemente fueron confirmados 

por el Juez de Garantías Nº 1 del Departamento Judicial Bahía Blanca, desde 

que la audiencia prevista en el art. 338 del C.P.P se realizó ante el órgano de 

juicio . 

En aquella audiencia, desarrollada ante el 

Juzgado Correccional departamental en fecha 19 de noviembre de 2015, la 

defensa requirió la suspensión del juicio a prueba por el plazo de dos años, 

cumplimiento de reglas básicas y en concepto de reparación, las disculpas del 

caso. Agregó esa parte que su asistido carece de antecedentes penales y que 

la denunciante y el denunciado tienen actualmente buena relación, añadiendo 

finalmente que el Fiscal Dr. Eduardo Zarategui propuso como mecanismo 

alternativo al juicio oral la suspensión de juicio a prueba (v. fs. 2). 

Por su parte, la víctima manifestó que estaba de 
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En efecto, "la violencia contra la mujer no solo 

constituye una violación de los derechos humanos, sino que es "una ofensa a 

la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder 

históricamente desiguales entre mujeres y hombres", que "trasciende todos 

los sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo 

étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta 

negativamente sus propias bases" ( caso "Favela Nova Brasilia vs. Brasil", 

sent. de 16/2/2017, Cr.I.D.H, consid. 245). 

Finalmente, cabe decir que el hecho materia de 

investigación, y con la provisoriedad que amerita el caso, cuadra en los 

perfiles de una violencia de género, desde que la conducta imputada a H. se 

encuentra inserta en una "relación interpersonal" que produjo "sufrimiento 

psicológico" basado en una "relación desigual de poder" producto de 

"prácticas socioculturales históricas basadas en la idea de la inferioridad de las 

mujeres o la superioridad de los varones". 

IV. Por todo lo expuesto, considero que VVEE

deberían hacer lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley 

incoado por el señor Fiscal por ante el Tribunal de Casación, revocando la 

sentencia emitida por el Tribunal de Casación Penal y reenviar las actuaciones 

al órgano de juicio para siga tramitando el proceso. 

La Plata, t� septiembre de 2017. 
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